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Respuestas a las preguntas formuladas por la sociedad civil. 
 

Mtro. José Guadalupe Luna Hernández 
 
 

1. Considerando la teoría de pesos y contrapesos, el INAI en su carácter de 
órgano constitucional autónomo, ¿representa un contrapeso para los 
Poderes de la Unión?  
 

Al ser el INAI una institución de garantía, autoridad final, en el Estado Mexicano, en 
materia de la tutela de los derechos de acceso a la información y a la protección de 
los datos personales, sus decisiones constituyen frenos al comportamiento y 
actuación del resto de las autoridades, por lo tanto, forman parte de los contrapesos 
institucionales. 
 
Si bien es cierto que el modelo de checks and balances fue concebido en la visión 
clásica de la división tripartita del poder público que idearon los grandes pensadores 
de la modernidad y la Ilustración (aunque claro, ya había algunos antecedentes por 
parte de los pensadores de la Grecia clásica), que se reflejó en el diseño 
constitucional, primero, de los Estados Unidos de América y, después, del resto de 
las naciones democráticas, también lo es que esta idea encuentra su fundamento 
en el establecimiento de determinadas facultades reservadas para órganos 
específicos del Estado que cuentan con procedimientos de control sobre los actos 
de otros poderes, así se entienden, por ejemplo, el control judicial de las decisiones 
del Poder Legislativo y de los actos del Poder Legislativo; la facultad de fiscalización, 
a cargo del Poder Legislativo, de la forma como el resto de los Poderes ejercen los 
recursos públicos; o el procedimiento de impeachment o juicio político, a cargo del 
poder legislativo, para controlar el comportamiento de los titulares de los demás 
órganos del Estado, por poner algunos ejemplos. 
 
De tal suerte que la teoría de pesos y contrapesos se funda en el principio de división 
de poderes, en la concepción de un poder limitado, por la Constitución y controlado 
a través de esa distribución de competencias, de tal suerte que el poder se controle 
a sí mismo. 
 
Desde hace varios años, ese modelo tradicional debe replantearse como 
consecuencia de la creación de los Órganos Constitucionalmente Autónomos, 
instancias del Estado que, por su grado de especialidad, se han constituido como 
las instancias rectoras en las materias de su competencia al margen o por fuera de 
la jurisdicción de los poderes tradicionales, entre esos órganos se encuentra, sin 
lugar a dudas, el INAI. 
 
El INAI es lo que podríamos denominar, siguiendo el pensamiento de Ferrajoli, como 
una institución de garantía de dos derechos humanos, el de acceso a la información 
(entre cuyos componentes se encuentra la transparencia) y el de protección de los 
datos personales, por lo tanto, es una autoridad de control de la actuación de los 
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Sujetos Obligados, en el caso del primer derecho, y de los responsables del 
tratamiento, por lo que hace al segundo derecho recién señalado. 
 
Por tratarse de una institución de relevancia constitucional, cuyas decisiones son, 
generalmente vinculantes e inatacables para las autoridades sujetas a control, que 
cuentan con procedimientos reconocidos constitucionalmente y cuyo desarrollo se 
contempla en las leyes generales de la materia, las cuales, según la tesis P. 
VIII/2007, con número de registro digital 172667 (SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL Y LEY SUPREMA DE LA UNIÓN. INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL) forman parte de la ley suprema de la unión, 
en consecuencia, se insertan en el parámetro de control de la regularidad 
constitucional que se integra para contrastar y controlar los actos de los sujetos a 
su jurisdicción, podría concluirse que, el modelo político de pesos y contrapesos 
abarca, en la actualidad, a los tres poderes tradicionales y al resto de las 
instituciones que conforman al Estado y, en consecuencia, el INAI se inserta en este 
modelo al ser la autoridad responsable de controlar, mediante procedimientos 
materialmente jurisdiccionales, las decisiones de los sujetos obligados en materia 
de transparencia y de los responsables del tratamiento a los datos personales, por 
lo que sus decisiones constituyen frenos constitucionales a su comportamiento y, 
por lo tanto, se inserta, perfectamente en la actualización del diseño tradicional del 
modelo de pesos y contrapesos.  

 
 

2. ¿En caso de resultar electa consejera/o del INAI, que mecanismos 
implementaría para difundir los derechos (ARCO)?  

 
Para responder a la interrogante es necesario considerar la peculiaridad de los 
derechos ARCO, como componentes del derecho a la protección de los datos 
personales, y que consiste en que los sujetos de las obligaciones establecidas por 
la regulación jurídica son, tanto los particulares como las instituciones públicas, 
precisamente por eso existen dos ordenamientos diferentes, uno especializado a 
las personas privadas o particulares y que es de orden federal, al ser una atribución 
exclusiva del INAI, y la ley general en materia de sujetos obligados que, en el mismo 
modelo que la materia de acceso a la información, distribuye competencias entre 
los órganos locales y el nacional, correspondiendo al INAI la jurisdicción de los 
responsables del tratamiento de carácter federal y su condición de segunda 
instancia, frente a las decisiones locales. 
 
De tal forma que la estrategia debe ser proporcional a los dos diferentes modelos 
de regulación, pero, al mismo tiempo, tratar de generar una estrategia integradora 
que permita generar sinergias y hacer un planteamiento homogéneo a nivel 
nacional.  
 
A pesar de que la Ley Federal de Protección de Datos Personales data de 2010 y a 
nueve años de su expedición y entrada en vigor, el INEGI reportó, dentro de los 
resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Información y Protección de 
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Datos Personales 2019, por un lado, la alta preocupación de las personas que 
proporcionaron información en redes sociales o profesionales por el uso indebido 
de su dirección o domicilio (85%), o del número de cuenta o tarjeta del banco por 
parte de quienes dieron a conocer algún dato persona a alguna institución pública 
o empresa (82%), y por otro lado, que poco más de la mitad (55.1%) de la población 
entrevistada conoce o ha escuchado de la existencia de una Ley encargada de 
garantizar la protección de datos personales, y que sólo el 10.2% de las personas 
entrevistadas conoce el nombre de la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Particulares.  
 
Los datos anteriores nos permiten deducir, por un lado, una importante 
preocupación, por parte de la población, sobre el uso y manejo de sus datos 
personales y, por otro lado, un muy representativo desconocimiento de los 
procedimientos legales de protección. A casi cuatro años del estudio, temo que la 
tendencia no variará de manera representativa, por lo que a partir de ese somero 
diagnóstico me permito formular algunas propuestas específicas. 
 
A. Proceso de actualización de la legislación. 
 
La legislación de protección de protección de datos personales se concibió 
pensando, preponderantemente, lo que fue importante en su momento, en las 
operaciones financieras y comerciales, lo que queda más claro si se analiza el 
catálogo de infracciones y sanciones, sin embargo, el mismo desarrollo de nuestras 
sociedades nos debe conducir a replantear que el tratamiento de los datos 
personales va más allá de las relaciones mercantiles y se expande en el conjunto 
de relaciones existentes entre particulares, por poner algunos ejemplos, tendríamos 
que preguntarnos si las infracciones y sanciones establecidas en la norma son 
suficientes para regular la conducta de un abogado que, en ejercicio de su profesión, 
accede a la información personal de una víctima de violación y decide exponerla en 
medios de comunicación, tendríamos que preguntarnos si las disposiciones de esa 
ley son suficientes para regular el tratamiento que realizan las asociaciones 
religiosas; si el contenido de la norma es el necesario para regular el tratamiento y 
difusión de información personal en las redes sociales, bajo los esquemas de 
modelaje y perfilado de la información a la que acceden los usuarios; ni que decir 
de la complejidad que implica la inteligencia artificial; y, por último, la intervención 
de las personas en procesos políticos como la creación de nuevos partidos o el uso 
de información en procesos de consulta popular o revocación del mandato.  
 
Estoy convencido de que es necesario promover un proceso de reflexión, en el 
Congreso de la Unión, para revisar y replantear los alcances de la regulación federal 
que regula la actuación de los particulares y, al fomentar este proceso de 
deliberación, bajo un modelo de parlamento abierto, se podría colocar el tema en la 
agenda pública y atraer la información de la población. 
 
B. Campañas y acciones focalizadas. 
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En segundo lugar, tengo dudas fundadas en el sentido de que las unidades 
económicas, las asociaciones civiles, fundaciones y, en general, las personas 
privadas de carácter colectivo, conozcan los alcances y deberes en la materia, por 
tal razón es necesario establecer un modelo de colaboración con cámaras y 
asociaciones, así como con las autoridades reguladoras, para establecer programas 
de formación y acercamiento que permitan revertir esta asimetría de información 
que, finalmente, tiene consecuencias en la protección de los derechos de las 
personas. 
 
En este sentido propondría establecer modelos de capacitación en línea, 
generación de guías y manuales que se podrían poner a disposición de las 
agrupaciones gremiales para que colaboren en la socialización de la información 
entre sus miembros. 
 
Mientras que, en el caso de las autoridades reguladores, promovería que antes de 
que se autorice o registre a las asociaciones o fundaciones, se cumpla con un 
proceso mínimo de formación en la materia, de igual forma, que así como se 
cumplen determinadas obligaciones, como la presentación de los informes fiscales, 
se cumpla con la acreditación de cursos de actualización en la materia. 
 
C. Campañas de difusión orientadas a los titulares de los derechos. 
 
La escuela es, sin duda alguna, la gran formadora de las personas para la vida, por 
esa razón es que considero que se debe de seguir impulsando las diversas acciones 
existentes para que, dentro de los programas educativos, los contenidos destinados 
a la difusión de este derecho se expandan y tengan una mayor incidencia en la 
formación de los niñas y niños. 
 
D. Aprovechamiento de las redes sociales. 
 
Considero que esta estrategia no se debe limitar al diseño de campañas de difusión 
a cargo de los organismos garantes y de las personas que los integran, me parece 
que es de enorme relevancia establecer modelos de colaboración con los propios 
desarrolladores de las redes sociales para integrarlos en una alianza colaborativa 
que permita establecer estrategias innovadoras de difusión, la generación de 
espacios y herramientas de protección al alcance de los propios usuarios.  
 
E. Involucrar a los responsables del tratamiento de carácter público. 
 
El segundo segmento de la regulación en la materia se encuentra dirigido a lo que, 
en materia de acceso a la información conocemos como los sujetos públicos, y que 
en datos personales son los responsables del tratamiento de datos que forman parte 
de las instituciones gubernamentales, si bien ellos son sujetos de esta regulación, 
considero que es indispensable asumirlos como aliados de la difusión de la 
existencia de este derecho y de su vinculación con los sectores públicos, privado y 
social, de tal forma que sea una fuente permanente de divulgación.  
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3. Según la Ley de Transparencia, ¿cuál es el trámite para seguir cuando un 
área se niega a colaborar con la Unidad de Transparencia?  

Desgraciadamente este es uno de los temas más difíciles en el diseño jurídico del 
derecho. Tenemos, por un lado, a la Unidad de Transparencia que cuenta con las 
atribuciones establecidas en los artículos 45 de la Ley General y 61 de la Ley 
Federal entre las que se encuentran recibir y dar trámite a las solicitudes,  auxiliar a 
los particulares a formular sus solicitudes, realizar los trámites internos necesarios 
para su atención, así como la establecida en los artículos 131 de la Ley General y 
133 de la Ley Federal que las obliga a “garantizar que las solicitudes se turnen a 
todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de 
acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen 
una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada”. 
 
Pero la efectividad del procedimiento depende de que las áreas responsables de 
generar y resguardar la información realicen, de manera expedita, efectiva y real, 
los procedimientos para localizar la información, en su caso para determinar las 
clasificaciones, realizar las versiones públicas, y propiciar la entrega de la 
información, ya sea para responder a una solicitud para cumplir con una resolución 
emitida por el órgano garante. 
 
La función de las Unidades de Transparencia es, en este sentido, el eslabón más 
débil del proceso porque, por un lado, forman parte del mismo sujeto obligado y, por 
otro lado, dependen de la disposición del resto de las áreas para cumplir con esta 
tarea. No son pocas ni agradables, las experiencias que tienen que enfrentan las 
personas servidoras públicas que forman parte de las unidades. 
 
La Ley General y la federal, así como las de los estados, previendo esta situación, 
determinó dos formas de proceder, una de las cuales podría denominar como de 
carácter preventivo y, la segunda, que se configura, claramente, como parte del 
procedimiento de responsabilidades administrativas. 
 
En el primer supuesto se encuentra lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 46 
de la Ley General y primer párrafo del artículo 62 de la ley federal, y consiste en la 
facultad de la Unidad de Transparencia, de dar “aviso al superior jerárquico de 
aquélla para que ordene al servidor público de que se trate, realizar sin demora las 
acciones conducentes”. 
 
El segundo supuesto, parte de lo dispuesto en el segundo párrafo de los artículos 
46 de la Ley General y 62 de la ley federal, cuando a pesar de que la Unidad de 
Transparencia haya informado al superior jerárquico y la negativa de colaboración 
persista, la Unidad de Transparencia se encuentra habilitada para hacer del 
conocimiento de la autoridad competente, estos hechos, para que ella inicie el 
procedimiento de responsabilidad respectivo, lo anterior se correlaciona con la 
atribución señalada en los artículos 45 de la Ley General y 61 de la Ley Federal, en 
sus respectivas fracciones XI, de ambos, consistente en “Hacer del conocimiento 
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de la instancia competente la probable responsabilidad por el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones aplicables”.  
 
Lo anterior es así porque la negativa, por parte de alguna área del sujeto obligado, 
de colaborar con la Unidad de Transparencia, podría constituir alguna de las 
conductas que la propia legislación establece como causa de responsabilidad 
administrativa, esos diversos supuestos en los que pueden incurrir los servidores 
públicos para impedir la atención de las solicitudes, pueden ir desde no responder 
o no respetar los plazos establecidos; actuar con negligencia, dolo o mala fe en la 
substanciación de las solicitudes; sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, destruir 
o inutilizar información; entregar información incompleta, incomprensible; declarar 
con dolo o negligencia la inexistencia de información en varios supuestos; no 
documentar; hasta denegar información que no fue clasificada o clasificar o 
indebidamente, y en lo que corresponde a la transparencia, la conducta podría 
consistir en no actualizar la información correspondiente a la obligaciones de 
transparencia en los plazos establecidos, todos estos supuestos se encuentran 
contemplados en los artículos 206 de la Ley General y 186 de la ley federal.  
 
Por lo que, al constituir posibles causas de responsabilidad, la Unidad de 
Transparencia tendría que hacerlo del conocimiento del órgano interno de control, 
para el inicio del procedimiento de responsabilidades administrativas. 
 
Dentro de este segundo supuesto debe contemplarse también, la falta de 
colaboración, por parte de las áreas, para cumplir las resoluciones del órgano 
garante, en cuyo caso, la Unidad de Transparencia podría, al rendir el informe de 
cumplimiento que señala el artículo 197 de la ley general y el 169 de la ley federal. 
 

4. Según la Ley de transparencia, ¿cuándo podrá ser pública la información 
contenida en documentos clasificados?  

Para responder a esta interrogante es muy importante establecer que hay dos 
supuestos para la clasificación de la información, lo que resulta indispensable 
identificar para precisar la respuesta que se nos pide, uno de ellos es por reserva y 
el otro por confidencialidad. 
 
En el caso de la información clasificada como reservada son los artículos 101 de la 
Ley General y 99 de la Ley federal los que establecen los cuatro supuestos para 
hacer pública información previamente clasificada por este supuesto y que 
consisten en las siguientes: 
 

• Que se extingan las causas que dieron origen a su clasificación;  

 
• Que expire el plazo de clasificación;   
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• Que exista resolución de una autoridad competente que determine que existe 
una causa de interés público que prevalece sobre la reserva de la 
información;   

 
• Que el Comité de Transparencia considere pertinente la desclasificación, de 

conformidad con lo señalado en el Título Sexto de la Ley General y en el 
Título Cuarto de la Ley Federal, y por último,  

 
• Que trate de información que esté relacionada con violaciones graves a 

derechos humanos o delitos de lesa humanidad. 

 
Ahora bien, por lo que corresponde a la información relacionada con los datos 
personales, en principio, toda ella goza de protección, pero podrá ser pública, según 
lo que disponen los artículos 120 de la Ley General y 117 de la Ley Federal, ya sea 
que el titular de los datos otorgue su consentimiento o, bien, sin requerir el 
consentimiento de las personas titulares de la información, cuando: 
 

• La información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso 
público; 

 
• Por ley tenga el carácter de pública; 

 
• Exista una orden judicial; 

 
• Por razones de seguridad nacional y salubridad general, o para proteger los 

derechos de terceros, se requiera su publicación, en este supuesto es el 
organismo garante el que determina esta situación luego de realizar la prueba 
de interés público que establecen los artículos 149 de la Ley General y 155 
de la Ley Federal, o bien; 

 
• Cuando se transmita entre sujetos obligados y entre éstos y los sujetos de 

derecho internacional, en términos de los tratados y los acuerdos 
interinstitucionales, siempre y cuando la información se utilice para el 
ejercicio de facultades propias de los mismos.  

 
5. ¿En qué casos se debe aplicar la prueba de daño?  

Según lo dispuesto por los artículos 114 de la Ley General y 111 de la Ley federal,  
la prueba de daño es el procedimiento que debe aplicarse para fundar y motivar la 
clasificación de la información por los supuestos establecidos en los artículos 113 
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de la Ley General y 110 de la Ley Federal que son los doce tipos cerrados y uno 
abierto, en los que es procedente clasificar la información como reservada, siendo 
estos supuestos los siguientes, que la publicación de la información:  
 

• Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa 
nacional y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;   

 
• Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones 

internacionales; 

 
• Se entregue al Estado mexicano expresamente con ese carácter o el de 

confidencial por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto 
cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa 
humanidad de conformidad con el derecho internacional; 

 
• Pueda afectar la efectividad de las medidas adoptadas en relación con las 

políticas en materia monetaria, cambiaria o del sistema financiero del país; 
pueda poner en riesgo la estabilidad de las instituciones financieras 
susceptibles de ser consideradas de riesgo sistémico o del sistema financiero 
del país, pueda comprometer la seguridad en la provisión de moneda 
nacional al país, o pueda incrementar el costo de operaciones financieras 
que realicen los sujetos obligados del sector público federal;   

 
• Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;   

 
• Obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al 

cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de contribuciones; 

 
• Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

 
• La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que 

formen parte del proceso deliberativo de los Servidores Públicos, hasta en 
tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar 
documentada; 

 
• Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores 

Públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa;   

 
• Afecte los derechos del debido proceso; 
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• Vulnere la conducción de los Expedientes judiciales o de los procedimientos 

administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado 
estado;   

 
• Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley 

señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público, y   

 
• Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que 

sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley 
General y en la Ley Federal y no las contravengan; así como las previstas en 
tratados internacionales. 

 
 

6. ¿Quiénes tienen derecho a solicitar y recibir información pública que posean 
los Sujetos Obligados?  

Toda persona, sin necesidad de acreditar interés jurídico o justificar su utilización, 
según lo que disponen los artículos sexto apartado A fracción III de la Constitución, 
13 numeral 1 de la Convención Americana de derechos Humanos y 19 numeral 2 
del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 
 

7. ¿Qué acciones internas y organizacionales promovería para que el INAI 
mejore su desempeño? 

 
El INAI ejecuta diversas acciones organizacionales y de evaluación a distintos 
niveles, con enfoques diferentes, conforme a los planes respectivos. Las unidades 
de programación interna deben asegurarse de incluir varios de los enfoques de 
evaluación para registrar un amplio abanico de resultados durante el ciclo del 
programa anual y de mayor amplitud según su funcionamiento. De esta manera, se 
favorece la rendición de cuentas y la adquisición de experiencia y conocimientos 
para fortalecer la labor que se lleva a cabo cada una de sus instancias internas, 
regionales y de organización en general. Propongo entonces, más allá de 
ocurrencias, las siguientes acciones: 
 

• La contratación de evaluadores externos e independientes sería una forma 
de evitar influencias y sesgos indebidos, y de garantizar la obtención de 
resultados objetivos y creíbles.  

 
• La probabilidad de que su organización y evaluación sean útiles y de alta 

calidad aumenta cuando se toma como punto de partida un buen marco de 
resultados del INAI en el que se exponga la manera en que se espera que 
las actividades y los productos den lugar a los efectos y resultados deseados.  
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• Debe existir una clara intención de usar el análisis, las conclusiones y las 

recomendaciones de la evaluación interna para fundamentar las decisiones 
y las acciones de mejora organizacional. Esto implica realizar aportaciones 
pertinentes y oportunas al aprendizaje institucional, los procesos de adopción 
de decisiones fundamentadas y la rendición de cuentas. 

 
• Las evaluaciones deben ser creíbles. Ello exige independencia, imparcialidad 

y una rigurosa metodología. Los elementos clave de la credibilidad incluyen 
los procesos de evaluación transparentes, los enfoques inclusivos que 
impliquen sistemas de control de calidad sólidos, así como un enfoque ético. 

 
• La función de evaluación de la organización debe posicionarse de forma 

independiente respecto a las funciones de gestión, estableciendo su propia 
agenda y proporcionando recursos suficientes. 

 
• Los evaluadores no deben haber sido directamente responsables del 

establecimiento de la política, el diseño o la gestión del objeto de la 
evaluación, ni esperar serlo. 

 
• La transparencia es una característica esencial de la evaluación que genera 

confianza, aumenta su credibilidad, fomenta el sentido de apropiación de las 
partes interesadas y mejora la rendición de cuentas pública. Los productos 
de evaluación interna del INAI deben ser de acceso público. Ser ejemplo de 
trasparencia y acceso público. 

 
• Los valores y principios de los derechos humanos y la igualdad de género, 

reconocidos universalmente, deben integrarse en todas las fases de una 
evaluación, a la vez que apuntalan el compromiso con el principio de “no 
dejar a nadie atrás”. 

 
• Las evaluaciones deben llevarse a cabo con profesionalidad e integridad. Ello 

se complementa con el respaldo de un entorno favorable, estructuras 
institucionales y recursos suficientes. 

 
Pero especialmente quiero dirigirme a dos aspectos de enorme importancia y que 
han sido cuestionados por la sociedad civil, en el contexto de decisiones adoptadas 
por el pleno del INAI, observaciones que, debo decir, comparto totalmente y asuno 
como propias. 
 
En primer lugar, la adopción del servicio profesional de carrera al interior y la 
elimininación del enorme margen de discrecionalidad en la designación de los 
mandos de dirección inferiores al pleno. Es necesario que la designación de 
directores generales, directores, coordinadores, jefes de departamento y cualquier 
espacio de responsabilidad, sea resultado de procesos de evaluación y concursos 
de competencias, con resultados públicos y procedimientos objetivos y verificables. 
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En segundo lugar, tengo la enorme preocupación de que, al interior del pleno, se ha 
integrado un red de coincidencias de intereses que han contaminado algunas de 
sus decisiones en la que tema, se ha incurrido en conflictos de intereses, me refiero 
a la designación de los dos ex comisionados anteriores en cargos de dirección, este 
tipo de prácticas deben erradicarse por completo.  
 
 

8. ¿Considera que el INAI contribuye a combatir la corrupción?, si es así, ¿qué 
acciones propondría como comisionado o comisionada para mejorar sus 
aportaciones a esta lucha? 

 
El INAI existe porque hay dos derechos fundamentales: el derecho de acceso a la 
información, el derecho a que nuestros datos personales sean protegidos y el valor 
de la transparencia. El reconocimiento de estos derechos y la imposición de la 
transparencia como una obligación del Estado frente a la ciudadanía debe ser 
refrendado, fortalecido, ampliado y facilitado a todas y todos los habitantes del país. 
 
El sistema de acceso a la información en México, aunque con un alto costo 
financiero que debe disminuir, pero incrementando su eficiencia, ha ayudado para 
incrementar el nivel de inserción en las relaciones estado-sociedad civil. No 
obstante, su desempeño ha sido limitado en dos sentidos: por un lado, a pesar de 
los intentos del INAI por establecer un sistema de acceso a la información fácil para 
toda la ciudadanía, aún resulta ser funcional para atender todas las necesidades de 
información pública; por otro, aún no consigue consolidarse como un canal de 
comunicación efectivo entre sujetos obligados y la sociedad civil. 
 
Nuestro sistema de acceso a la información tiene que cumplir al menos dos 
funciones. a) garantizar el acceso masivo, hacer cumplir el derecho de acceso a la 
información pública de toda la ciudadanía, esto es, que cualquier persona acceda a 
información básica que le informa sobre sus interacciones cotidianas con el 
gobierno, desde la facilitación de trámites, pasando por la obtención de beneficios 
sociales, hasta la satisfacción de necesidades de información para conocer el 
desempeño de los servicios públicos.  
 
b) La otra función, el acceso intermediado. Proveer información a actores sociales 
profesionales que pretenden utilizarla con fines de acción colectiva e incidencia 
(partidos políticos, los periodistas, los comités vecinales, sindicatos y otros 
intermediarios). Con base en su experiencia y conocimiento sobre las distintas áreas 
de política pública, el funcionamiento interno de las burocracias y la normatividad 
que rige la transparencia, estos actores facilitan el ciclo donde la información pública 
es sólo un ingrediente para incidir en la realidad social que ese grupo afronta. 
 
Hasta ahora, el INAI ha dado prioridad al acceso masivo, pero se ha desarrollado 
para cumplir más efectivamente con la segunda función, de acceso intermediado. 
Actualmente el instituto sigue promoviendo la visión del acceso masivo con medidas 
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como el Plan DAI, para ampliar el uso del sistema de solicitudes de información 
hacia los grupos más vulnerables. No obstante, esto ha provocado que el acceso a 
la información mediante solicitudes de acceso a la información sea crecientemente 
complejo para el ciudadano común mientras que los usuarios más calificados han 
mejorado sus probabilidades de éxito conforme sus solicitudes se vuelven más 
complejas y específicas. Esto debe tenerse en cuenta para atender eficientemente 
a ambos sectores, priorizando al grueso de la ciudadanía. 
 
Ciertamente, más del 90 % de las solicitudes de información reciben respuestas 
oficiales dentro del plazo determinado por la ley; además, el porcentaje de 
solicitudes que reciben una respuesta positiva —utilizando las categorías oficiales 
de respuesta reportadas por los sujetos obligados— se ha mantenido alto. Una de 
las debilidades más notables del sistema es el escaso control que el INAI tiene sobre 
la calidad de las respuestas que reciben los ciudadanos. Algunas veces, los sujetos 
obligados cumplen con sus obligaciones legales sin satisfacer a las necesidades de 
información del solicitante. 
 
Una forma muy común de cumplimiento superficial ocurre con las solicitudes que 
reciben la respuesta “declaración de inexistencia de la información solicitada”. Esta 
es una respuesta válida bajo la ley de transparencia —a veces los usuarios solicitan 
información que no poseen los sujetos obligados y no tienen la obligación de 
generar—. Pero, responder mediante “inexistencias”, es una mera estrategia para 
evadir las obligaciones de transparencia. 
 
Para nadie es un secreto, que las solicitudes que reciben una respuesta oficial de 
“entrega” no proporcionan toda la información solicitada. En muchos casos se 
registra la entrega de información, pero lo único que se entrega al solicitante es un 
oficio en el que se indica la inexistencia. Esto ha servido para mejorar en parte la 
experiencia del ciudadano, pero también para evadir las obligaciones de 
transparencia. Esta táctica, si bien “legal” por parte de los sujetos obligados debilita 
el espíritu del acceso a la información e introduce obstáculos que disuaden a los 
ciudadanos de seguir utilizando el sistema. Este tema es una importante área de 
oportunidad para que el INAI fortalezca la relación entre los ciudadanos y los sujetos 
obligados, ya que podría apoyarse en los propios solicitantes para monitorear la 
calidad de las respuestas que reciben, particularmente para alertar sobre el 
cumplimiento meramente formal, pero que no satisface la necesidad de información 
profunda y valedera. 
 
Finalmente, la calidad de las respuestas debe contemplar el uso de un lenguaje 
ciudadano, por encima de los lenguajes legal, específico y especializado 
(referencias al marco legal, la referencia a documentos oficiales por su nombre, así 
como de dominio de alguna área de política pública o conceptos técnicos). 
Promover el acceso a la información masivo por sobre el acceso intermediado. 
Hacer que la actual tendencia que muestra un creciente dominio del sistema 
mexicano de acceso a la información por parte de usuarios con mucho conocimiento 
atienda mediante mejores respuestas a las solicitudes de los no expertos. 
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En resumen, para que el INAI fortalezca y extienda su objetivo de combatir la 
corrupción, deberá buscar que desaparezca el rezago de atención, o de respuestas 
poco claras, que proporcionen la información requerida, a aquellos solicitantes 
nuevos o que no pueden acceder a conocimientos expertos, sin descuidar su 
función de acceso intermediado. 
 
Para ello, el INAI debería de invertir en dos estrategias principales:  
 

1) promover la transparencia proactiva, trabajar para que la mayor parte de las 
necesidades de información del ciudadano común se resuelvan sin 
necesidad de entregar una solicitud de información. Una forma eficaz de 
promover la transparencia proactiva es establecer normas que exijan a los 
sujetos obligados a identificar la información más útil para su sector y hacerla 
pública en un formato accesible. Este proceso podría involucrar una 
comunicación mucho más directa y fluida entre los sujetos obligados y 
actores con experiencia en el acceso a la información. La identificación de 
dicha información permitiría cumplir mejor con las necesidades del acceso 
masivo al mismo tiempo que disminuye la carga de trabajo de las unidades 
de transparencia. 

 
2)  Simplificar una cooperación productiva entre las dependencias 

gubernamentales y la amplitud de intermediarios de la sociedad civil. La 
fortaleza de la transparencia en México no descansa solamente en las 
instituciones gubernamentales, también en buena medida en la existencia y 
consolidación esa red de expertos, quienes ya han desarrollado estrategias 
diversas para sortear el proceso de solicitar información, vigilar el 
cumplimento de los sujetos obligados y desplegar la información en 
actividades colectivas. No se trata de invertir la profesionalización del acceso 
a la información, lo que propongo con muchos otros más es que el apoyo 
otorgado a intermediarios expertos sea accesible, pronto y gratuitamente, 
para todas las personas de nuestro país. 

 
 
9. Mencione las 3 aportaciones más relevantes de alcance nacional que haya 

usted hecho en materia de transparencia, datos personales, participación 
ciudadana, gobierno abierto, acceso a la información, rendición de cuentas 
y/o anticorrupción en México. 

 
Entiendo que el derecho de acceso a la información, para su debido ejercicio, 
requiere del cumplimiento de las obligaciones inherentes y directamente 
relacionados con el mismo, por parte de todas las autoridades, en este caso, de los 
sujetos obligados, las que constituyen las garantías primarias del derecho. Dentro 
de las garantías primarias del derecho se encuentran: documentar lo que los sujetos 
obligados realizan en el ejercicio de las facultades, competencias o funciones, 
resguardar los documentos en archivos administrativos actualizados, cumplir con la 
publicación de las obligaciones de transparencia y atender las solicitudes de acceso 
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a la información. Esas son, las cuatro garantías constitucionales del derecho de 
acceso a la información.  
 
Por otro lado, las autoridades tienen el deber de promover, respetar y proteger los 
derechos humanos, en el ámbito de sus atribuciones. 
 
Como lo señalé en mi currículo, tuve la oportunidad de desempeñarme por casi seis 
años, como comisionado del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de datos Personales del Estado de México y como dos años, 
como Coordinador de la Comisión de Archivos y Gestión Documental, así como 
Secretario, por un año, de la misma Comisión, que forma parte del Sistema Nacional 
de Transparencia. A partir de esas experiencias tuve la oportunidad de hacer las 
siguientes aportaciones de carácter nacional: 

 
1) Propuse y fue aprobado por el Consejo Nacional del SNT adoptar como 

criterios y buenas prácticas recomendables para los sujetos obligados de los 
siguientes documentos “Combate al tráfico ilícito del patrimonio documental” 
presentado al Comité subsidiario de la Convención UNESCO de 1970 
(https://snt.org.mx/wp-content/uploads/2018-03-1.pdf) y “Principios básicos 
sobre el papel de archiveros y gestores de documentos en la defensa de los 
derechos humanos” del Consejo Internacional de Archivos 
(https://snt.org.mx/wp-content/uploads/2018-04-1.pdf). 
 

2) Participe en los procesos de armonización de las legislaciones estatales en 
materia de archivo que, como dije, forma parte de las acciones de garantía 
del derecho de acceso a la información y, añadiría, del derecho a la 
protección de datos personales y también a la rendición de cuentas como lo 
refiere el artículo 2 fracción II de la Ley de Archivos del Estado de Jalisco y 
sus Municipios, particularmente debo destacar la decisión de los Congresos 
de Colima y Jalisco de retomar mi propuesta de habilitar a los órganos 
garantes locales como autoridades facultadas para verificar el cumplimiento 
de algunas de las obligaciones en la materia, lo que a pesar de ser 
impugnado por el INAI, fue declarado como constitucionalmente válido por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en sus sentencias a las Acciones de 
Inconstitucionalidad 101/2019 y 141/2019. 
 

3) Como comisionado del INFOEM participé en el proceso para acreditar a esta 
instancia como autoridad capacitadora y certificadora, así como en el diseño 
del estándar de competencia EC) 1057 “Garantizar el Derecho de Acceso a 
la Información Pública” y coordiné la elaboración del curso de alineamiento, 
disponible en línea y gratuito, así como del diseño de evaluación y el aula 
virtual. Si bien esta actividad se dirigía a cumplir con el deber legal del 
INFOEM, de certificar a todos los titulares de las Unidades de Transparencia 
del Estado de México y Municipios, por ser un procedimiento accesible a 
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cualquier persona, gratuito y en línea, fue utilizado no sólo por personas de 
mi estado sino de cualquier lugar del país.  
 

4) Soy un convencido de que para que se ejerzan y se garanticen estos 
derechos, de manera efectiva, y se cumplan las obligaciones a cargo del 
Estado, debemos de desarrollar capacidades institucionales y promover la 
divulgación. En este sentido, en el INFOEM enfoqué mis esfuerzos en la 
generación de cursos en línea, siendo el primero el de “Inducción a la 
administración de documentos y archivos de los Sujetos Obligados del 
Sistema Nacional de Transparencia” que, tan sólo en los dos años en los que 
fui coordinador de la Comisión de Archivos y Gestión Documental reportó la 
participación de 10,074 personas de los diferentes estados del país 
(https://snt.org.mx/cagd/wp-
content/uploads/2021/11/Com_Archivos_GD_2019.pdf), cifra que siguió 
creciendo con el paso de los años, además de ese curso elaboré el de 
elaboración del Cuadro General de Clasificación Archivística, que estaba 
alojado en el sitio electrónico del INFOEM y, debo agregar, en mi condición 
de Presidente del Comité de Participación Ciudadana del Sistema 
Anticorrupción del Estado de México y Municipios diseñé el curso en línea 
“Inducción a la cultura de la Legalidad” disponible en 
https://sites.google.com/view/cultura-de-la-legalidad-cpc/inicio?authuser=0 
entendiendo a la cultura de la legalidad como un componente esencial para 
garantizar la integridad pública y prevenir y combatir la corrupción. Sin duda 
alguna, para mi, la formación y capacitación a distancia, de manera gratuita 
y accesible para cualquier persona, permite que, desde cualquier lugar del 
país, a la hora que las personas puedan, accedan a estos cursos y los 
aprovechen, sin duda esta es una de las acciones que mayores 
satisfacciones me ha generado.  
 

5) Termino con lo que fue, tanto en el CPC del Sistema Anticorrupción del 
Estado de México como en el INFOEM y aún en mi práctica privada, un rasgo 
característico, mi determinación para acompañar a los órganos equivalentes 
de otros estados y a los sujetos obligados, en numerosas capacitaciones, 
conferencias, cursos, talleres y  foros, a través de los cuales compartí mis 
conocimientos y opiniones en materia de integridad pública, combate a la 
corrupción, acceso a la información pública, protección de datos personales 
y archivos, lo que me permitió recorrer prácticamente todo el país. 

 
10. ¿Los menores de edad pueden ejercer el derecho a la protección de datos 

personales y de sus derechos ARCO?  

La regla general se encuentra dirigida a establecer que los menores de edad no 
pueden ejercer, por ellos mismos, los derechos a la protección de datos personales 
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y de sus derechos ARCO, sino que esto se debe realizar a través de sus padres o 
tutores, sin embargo, deben valorarse algunos supuestos excepcionales. 
 
El ejercicio del derecho a la protección de los Datos Personales y los derechos 
ARCO es diferente a lo dispuesto por la legislación en materia de acceso a la 
información, específicamente porque, como lo establecen los artículos 49 de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados 
y 29 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de 
particulares, es necesario acreditar la identidad y, en su caso, la personalidad o 
representación.  
 
Es la Ley General la que resulta más específica al establecer de manera clara y 
precisa los supuestos aplicables en el caso de menores de edad, así lo refiere en 
su artículo 20 sobre la obtención del consentimiento del tratamiento de los datos 
personales de menores de edad, personas en estado de interdicción o con 
incapacidad declarada conforme a la ley, en cuyos casos se deben atender las 
reglas de representación previstas en la legislación civil así como lo señalado en el 
propio artículo 49, antes citado, al referir que “el ejercicio de los derechos ARCO de 
menores de edad o de personas que se encuentren en estado de interdicción o 
incapacidad, de conformidad con las leyes civiles, se estará a las reglas de 
representación dispuestas en la misma legislación”.  
 
Por lo que respecta al ámbito de los datos personales en posesión de particulares, 
si bien la ley federal no hace una referencia específica a los menores de edad, es 
posible interpretar que se encuentran dentro del supuesto de representante legal al 
que aluden los artículos 22, 28 y 29 fracción II.  
 
A la luz de estos criterios es que podría reconocerse y compartirse el criterio 
generalizado de que los menores de edad no pueden ejercer directamente los 
derechos a la protección de los datos personales y al ejercicio de los derechos 
ARCO, sin embargo, como toda la regulación jurídica en materia de menores de 
edad, debe existir una actitud abierta y sensible a considerar algunos supuestos 
excepcionales, a la luz sobre todo de diversos criterios jurisdiccionales que han 
reconocido que, en determinadas circunstancias, por ejemplo en controversias 
familiares que involucran a los padres, lo más adecuado es que se escuche la 
opinión de los menores (Tesis 1ª./J. 68/2022 (11ª.) con número de registro digital 
2024783) o en aquellos casos en los que la autoridad debe atender los 
requerimientos de los menores en materias, por ejemplo de violencia, o en la 
materia laboral si se relacionan con alimentos y subsistencia, “sobre todo si se 
solicitan por menores de edad” (Tesis X. 1o. T. 6 L (11ª) con número de registro 
digital 2024248), ya que los criterios jurisprudenciales apuntan al progresivo 
reconocimiento de su capacidad para actuar, en determinados contextos y 
valorando la edad y madurez del menor. 
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11. ¿En qué consisten los derechos ARCO y cómo se diferencian del derecho a 
la protección de datos personales? 
 

El derecho a la protección de los datos personales, por decirlo de alguna forma, es 
el género y los derechos ARCO son la especie o, bien componentes del primero.  
 
El derecho a la protección de los datos personales es, podríamos decirlo, siguiendo 
la clasificación de derechos que hace Ferrajoli, un derecho humano universal, 
cualquier persona por el hecho de ser persona tiene el derecho a la protección de 
los datos personales, a que la autoridad, por ejemplo, no pueda recabar cualquiera 
de sus datos sino solamente aquellos que resulten lícitos o necesarios para los fines 
legalmente establecidos, en este sentido es un derecho prohibición que impide que 
la autoridad recabe cualquier dato, y es también, un derecho en sentido 
prestacional, ya que una vez que fue obtenido un dato, el responsable tiene que 
realizar una serie de acciones para asegurar su debida protección (la 
implementación de las medidas de seguridad, etc.).    
 
El derecho a la protección de los datos personales nace como consecuencia de una 
relación jurídica que se establece entre la persona titular del derecho (titular de los 
datos) y la persona titular de la obligación (responsable del tratamiento de los datos 
personales) como consecuencia de un acto esencial que consiste en la obtención 
del dato personal y concluye con la supresión del dato personal que, en 
consecuencia, deja de estar en posesión del titular de la obligación. 
 
Una vez que ocurre ese primer acto, porque la persona titular del derecho permitió 
la obtención del dato personal, el responsable adquiere, en todos los casos, sea 
cual sea la actitud posterior del titular del derecho, una serie de obligaciones que 
deben acompañar el tratamiento de los datos personales y que concluyen en el 
momento en el que la información se suprime y deja de estar en su posesión. 
 
El derecho a la protección de los datos personales abarca las diferentes fases del 
tratamiento de la información y que consisten en “(c)ualquier operación o conjunto 
de operaciones efectuadas mediante procedimientos manuales o automatizados 
aplicados a los datos personales, relacionadas con la obtención, uso, registro, 
organización, conservación, elaboración, utilización, comunicación, difusión, 
almacenamiento, posesión, acceso, manejo, aprovechamiento, divulgación, 
transferencia o disposición de datos personales” (art. 2 f, XXXIII de la Ley General 
y 3 f. XVIIII de la Ley Federal).  
 
Estas obligaciones de protección son sustanciales, naturales, propias, relacionadas, 
de manera directa y acompañan permanentemente el tratamiento que realiza el 
responsable, independientemente de la actitud posterior que asuma el titular del 
derecho. 
 
Los derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición (ARCO) son 
derechos de tipo procesal, derechos a la acción, por parte de los titulares del 
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derecho a la protección de los datos personales, son procedimientos especiales 
dirigidos a promover determinadas y específicas acciones sobre el tratamiento de 
los datos, lo que en principio requiere, para su ejercicio, que una persona 
responsable del tratamiento haya previamente obtenido y se encuentre realizando 
determinado tratamiento a los datos personales de una persona titular del derecho. 
 
Así, mientras el derecho a la protección de los datos personales vincula a todas las 
personas responsables del tratamiento, en tanto autoriza a algunas a recabar ciertos 
datos e impide a todas recabar los datos que no se relacionan con sus funciones, 
los derechos ARCO sólo vinculan a los responsables que previamente hayan 
obtenido datos personales. 
 
 
 

12. ¿En qué se diferencian el derecho a la protección de datos personales y el 
derecho a la privacidad? 
 

Como recientemente ha señalado el Comité Jurídico Interamericano, “(e)l concepto 
de privacidad está consagrado en el derecho internacional. Se basa en los 
conceptos fundamentales del honor personal y la dignidad”,  al que también puede 
agregarse el honor familiar, la inviolabilidad del hogar y las comunicaciones 
privadas, además de algunos otros conexos, mientras que el derecho a la protección 
de los datos personales es un “derecho distinto y complementario” que “abarca la 
información que identifica o puede usarse de manera razonable para identificar a 
una persona física de forma directa o indirecta, especialmente por referencia a un 
número de identificación, datos de localización, un identificador en línea o a uno o 
más factores referidos específicamente a su identidad física, fisiológica, genética, 
mental, económica, cultural o social. Incluye información expresada en forma 
numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, alfanumérica, acústica, electrónica, visual 
o de cualquier otro tipo. La frase no abarca la información que no identifique a una 
persona en particular (o no puede usarse de manera razonable para identificarla)”1. 
 
Así que el derecho a la privacidad, uno de los derechos reconocidos de primera 
generación, esto es, uno de los derechos liberales clásicos, que forma parte de los 
primeros textos constitucionales y de los principales documentos y tratados 
internacionales en la materia, como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y  la Convención Americana, es 
un derecho de carácter negativo, inmunidad o prohibitivo, que establece un límite 
directo que se lesiona cuando el titular de la obligación traspasa esa esfera de 
protección y actúa, en lugar de inhibir su comportamiento, esto es cuando allana un 
domicilio, interviene la comunicaciones, conoce algo que no debía conocer. Un acto 
posterior, la difusión de esa información privada puede generar no sólo la violación 
del derecho sino daños de otra naturaleza, también exigibles judicialmente. 

 
1 Comité Jurídico Interamericano. Principios actualizados sobre la privacidad y la protección de datos 
personales, OEA, Washington D.C., 2022, págs. 21 y 23. 
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Mientras que el derecho a la protección de los datos personales es un derecho de 
reconocimiento reciente, en el ámbito internacional se encuentra en el Convenio 
para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de Carácter Personal (“Convenio 108) y su Protocolo adicional relativo a las 
Autoridades de Control y a los Flujos Transfronterizos de Datos en el seno de la 
Unión Europea, así como componente de diversos tratados en distintas materias, 
mientras que en nuestra región, más que un tratado interamericano, lo que existen 
son diversos productos del Comité Jurídico Interamericano entre los cuales se 
encuentra la “Propuesta de declaración de principios de privacidad y protección de 
datos personales” (2012), la “Guía Legislativa sobre la privacidad y la protección de 
datos personales en las Américas” (2015) y “Los Principios actualizados sobre la 
privacidad y la protección de datos personales, con anotaciones” (2021).  
 
Sin duda, el derecho a la protección de los datos personales se extrae y deriva, en 
cierta manera, del derecho a la privacidad, pero también es posible señalar que 
adquiere un carácter autónomo al especializarse en la protección de la información 
específica que, por razones justificadas, debe recabar la autoridad y en el 
tratamiento que se realiza.  
 
Así, mientras el derecho a la privacidad es un derecho inmunidad, que impide a las 
autoridades invadir el umbral especialmente protegido de una persona, el derecho 
a la protección de los datos es un derecho prestacional que obliga a las autoridades 
a realizar diferentes acciones con respecto a la información lícitamente obtenida. 

 
13. ¿El derecho a la protección de datos personales como se pondera frente al 

derecho de acceso a la información? 

 
Los derechos de acceso a la información pública y a la protección de los datos 
personales son dos derechos autónomos entre sí, pero interdependientes, 
adyacentes en la realidad, en tanto que la información en posesión de los sujetos 
obligados, que incluye los datos personales, reposa en los documentos, con la 
concepción amplía de ellos que establecen las leyes generales de transparencia y 
acceso a la información y de archivos. 
 
Por eso es por lo que, en el ejercicio de estos derechos, no son escasos los 
supuestos en los que se generan circunstancia de tensión, motivadas generalmente 
por el ejercicio que realiza una persona de su derecho de acceder a información 
que puede contener datos personales susceptibles de ser protegidos. 
 
Como cualquier derecho humano, estos derechos no son absolutos y existen límites 
establecidos por el legislador, al momento de su formulación jurídica, y supuestos 
de restricción ordinaria mediante procedimientos legalmente establecidos, 
señalados previamente a su aplicación y que respondan a finalidades legítimas en 
una sociedad democrática, para el caso de la solución de los conflictos que pueden 
generarse entre los derechos a la protección de los datos personales y el de acceso 
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a la información, la normatividad establecida define un procedimiento especial, un 
test de aplicación para determinar lo procedente, el cual se denomina prueba de 
interés público que tiene las siguientes características: 
 
En primer lugar, se desahoga en sede especializada, es decir, la prueba no puede 
realizarse por cualquier responsable del tratamiento de los datos sino solamente por 
el órgano garante (arts. 120 último párrafo de la Ley General y 117 último párrafo 
de la Ley Federal). 
 
En segundo lugar, la prueba sólo puede aplicarse cuando existan razones de 
seguridad nacional, salubridad general o se requiera la publicidad de la información 
para proteger derechos de terceros (arts. 120 fracción IV y último párrafo de la Ley 
General y 117 fracción IV y último párrafo de la Ley Federal). 
 
Una vez que se han cumplido estos dos criterios de procedencia, el órgano garante 
procede a realizar la prueba de interés público que consiste en identificar los 
elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad para resolver la colisión 
entre estos derechos, según lo que disponen los artículos 149 de la Ley General y 
155 de la Ley Federal. 
 
Elementos que se describen en la ley, de la siguiente manera: 
 

Idoneidad: La legitimidad del derecho adoptado como preferente, que 
sea el adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido o apto 
para conseguir el fin pretendido;  
 
Necesidad: La falta de un medio alternativo menos lesivo a la apertura 
de la información, para satisfacer el interés público, y  
 
Proporcionalidad: El equilibrio entre perjuicio y beneficio a favor del 
interés público, a fin de que la decisión tomada represente un beneficio 
mayor al perjuicio que podría causar a la población. 

 
Es muy importante señalar que esta determinación jurídica encuentra su fuente u 
origen, en las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que, en 
casos de colisión de derechos, acude a este tipo de test de proporcionalidad, a 
criterios de la Corte Constitucional Colombiana y que derivan de la interpretación de 
la Corte Constitucional Alemana y del pensamiento de Robert Alexy. 
 
 

14. En un expediente clínico ya sea físico o electrónico, la información contenida 
en ellos corresponde ¿a qué categoría de datos personales y cuáles son las 
medidas de seguridad que se deben de prever? 

 
Tanto la Ley General como la Ley Federal de la materia reconoce, por un lado, a los 
datos personales, de manera general y, dentro de ese universo, por otro lado, a los 
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datos personales sensibles que son los que se refieren “a la esfera más íntima de 
su titular” entre los cuales se encuentran los “que puedan revelar aspectos como 
origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual” 
(a. 3 f, X de la Ley General y 3 f. VI de la Ley Federal). 
 
Ahora bien, por lo que corresponde al contenido del expediente clínico, la Norma 
Oficial Mexicana NOM-024-SSA3-2012, Sistemas de información de registro 
electrónico para la salud. Intercambio de información en salud, contempla que los 
Sistemas de Información de Registro Electrónico para la Salud deben contener 
datos mínimos para la identificación de personas (CURP, nombre completo, fecha 
de nacimiento, estado de nacimiento, sexo, nacionalidad, folio de identificación en 
la institución, claves de estado, municipio y localidad de residencia, tipo de 
beneficiario) y que el expediente clínico es el “(c)onjunto de información almacenada 
en medios electrónicos centrada en el paciente que documenta la atención médica 
prestada por profesionales de la salud con arreglo a las disposiciones sanitarias, 
dentro de un establecimiento de salud”. 
 
De estos elementos es posible valorar que la información que contiene el expediente 
va desde datos básicos de información hasta información relacionada con su estado 
de salud, origen racial o étnico, información genética, preferencia sexual e, incluso, 
por el tipo de decisiones adoptadas en el tratamiento, creencias religiosas, por lo 
tanto nos encontramos ante un soporte documental que puede contener una 
pluralidad de tipos distintos de datos personales que, en una clasificación básica 
podríamos identificar como datos personales y datos personales sensibles, con 
criterios de clasificación más especializados podría señalar que ahí se encuentran 
datos personales biométricos. Dada la naturaleza y la cantidad de datos personales 
que puede contener el expediente clínico requiere de un alto nivel de protección a 
través de la adopción de un Sistema de gestión de la seguridad de la información y 
la implementación de diversas medidas de seguridad, en sus modalidades 
administrativas, técnicas y físicas que se describen en la Ley General de la siguiente 
manera:  
 

Medidas de seguridad administrativas: Políticas y procedimientos para 
la gestión, soporte y revisión de la seguridad de la información a nivel 
organizacional, la identificación, clasificación y borrado seguro de la 
información, así como la sensibilización y capacitación del personal, en 
materia de protección de datos personales;  
 
Medidas de seguridad físicas: Conjunto de acciones y mecanismos para 
proteger el entorno físico de los datos personales y de los recursos 
involucrados en su tratamiento. De manera enunciativa más no limitativa, 
se deben considerar las siguientes actividades: a) Prevenir el acceso no 
autorizado al perímetro de la organización, sus instalaciones físicas, 
áreas críticas, recursos e información; b) Prevenir el daño o interferencia 
a las instalaciones físicas, áreas críticas de la organización, recursos e 
información; c) Proteger los recursos móviles, portátiles y cualquier 
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soporte físico o electrónico que pueda salir de la organización, y d) 
Proveer a los equipos que contienen o almacenan datos personales de 
un mantenimiento eficaz, que asegure su disponibilidad e integridad; 
 
Medidas de seguridad técnicas: Conjunto de acciones y mecanismos 
que se valen de la tecnología relacionada con hardware y software para 
proteger el entorno digital de los datos personales y los recursos 
involucrados en su tratamiento. De manera enunciativa más no limitativa, 
se deben considerar las siguientes actividades: a) Prevenir que el acceso 
a las bases de datos o a la información, así como a los recursos, sea por 
usuarios identificados y autorizados; b) Generar un esquema de 
privilegios para que el usuario lleve a cabo las actividades que requiere 
con motivo de sus funciones; c) Revisar la configuración de seguridad 
en la adquisición, operación, desarrollo y mantenimiento del software y 
hardware, y d) Gestionar las comunicaciones, operaciones y medios de 
almacenamiento de los recursos informáticos en el tratamiento de datos 
personales; (a. 3 f. XXI, XXII y XXIII de la Ley General). 

 
Dada la naturaleza de este ejercicio y lo limitado del tiempo no me resulta posible 
desarrollar con mayor precisión o detalle los elementos que deben contener, sin 
embargo, debo señalar que la Norma Mexicana, previamente citada, emplea una 
importante cantidad de procedimientos tecnológicos de protección que incluyen 
procesos de certificación cifrado, autenticación, codificación, entre otros. 
 
  

15. La video vigilancia y la geolocalización ¿en qué medida son temas relativos 
al derecho a la protección de datos personales? 
 

El desarrollo de las tecnologías de la información y la necesidad de fortalecer las 
condiciones de seguridad de la población han conducido al empleo de la tecnología 
con fines de vigilancia y seguridad, por lo que corresponde a la video vigilancia, se 
trata del uso de tecnología de almacenamiento masivo de información que puede 
captar imágenes de personas, incluso sonidos, en determinados lugares, por 
tiempos identificables realizando todo tipo de conductas, mientras que la 
geolocalización consiste en el uso de las herramientas tecnológicas que se 
obtienen, de diversos dispositivos electrónicos, para identificar la ubicación física en 
tiempo real de una persona determinada y  puede responder a la definición 
empleada por la Ley de Telecomunicaciones y que consiste en “la ubicación 
aproximada en el momento en que se procesa una búsqueda de un equipo terminal 
móvil asociado a una línea telefónica determinada” (a. 3 fracción XXXV) o a la 
necesidad de obtener y conservar la geolocalización, en tiempo real, del dispositivo 
empleado por las personas que realizan operaciones o servicios financieros, lo que 
ocurre en nuestro país, como consecuencia de sus compromisos en el Grupo de 
Acción Financiera Internacional. 
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En los dos casos nos encontramos ante la obtención de información que permite 
identificar o hacer identificable a una persona al permitir conocer su ubicación, en 
lugares determinados, en momentos específicos y realizando determinadas 
acciones que delatan costumbres, prácticas y acciones personalísimas, incluso 
patrones de conductas y de consumo, se recaban imágenes y sonidos, por lo tanto, 
estamos ante datos personales que se recaban de manera intensiva, en ocasiones 
con consentimiento de la persona titular de los datos, cuando acepta por ejemplo la 
geolocalización para realizar operaciones financieras en línea, cuando decide 
colocar un sistema de videovigilancia, pero también en supuestos en los que el 
titular no ha consentido su tratamiento, por ejemplo al transitar por una vialidad 
pública, ingresar a un establecimiento o al estar sujeto a la investigación de su 
localización geográfica en tiempo real o entrega de datos conservados por los 
concesionarios de telecomunicaciones, en este último supuesto es necesaria la 
intervención de un juez de control, según lo que determina el artículo 303 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 
 
Es precisamente por esas razones que, evidentemente, estas prácticas implican la 
obtención y tratamiento de información relacionada con una persona que puede 
permitir su identificación o hacerla identificable, por lo que nos encontraríamos ante 
datos personales. 
 

 
16. ¿Cómo se pueden ejercer los derechos ARCO en temas de video vigilancia, 

según el tema comparado con otros países? 
 

El segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos señala que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos 
personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a 
manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los 
supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por 
razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud 
públicas o para proteger los derechos de terceros. 
 
Si bien es cierto que, se ha consagrado en la constitución que toda persona tiene 
derecho a la protección de sus datos personales, también lo es que existen 
supuestos de excepción en donde la protección a este derecho debe ceder como 
son los temas de seguridad.  
 
En ese tenor las videocámaras con fines de seguridad, consiste en garantizar la 
seguridad de personas, bienes e instalaciones y en ese sentido el interés público 
legitima dicho tratamiento, en ese sentido, debe siempre valorar las finalidades 
principales y secundarias para su implementación.  
 
Es importante mencionar que, quien decida o determine implementar este tipo de 
herramienta, debe elaborar la cedula de creación del sistema en donde resguardará 
estos datos personales, debe elaborar sus avisos de privacidad integral y 
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simplificada para ponérselo a disposición de los titulares de los datos personales y 
estos, tengan pleno conocimiento que en el lugar, serán tratados sus datos 
personales referentes a su imagen y en ocasiones voz y que no podrán ser 
utilizados para o tratados para otros fines, además de lo anterior se debe informar 
al titular que y en cualquier momento podrán revocar su consentimiento al 
tratamiento de estos datos, y al ejercicio de sus derechos ARCO. 
 
Sobre este tema, la Agencia Española de Protección de Datos Personales, emitió 
la Guía sobre el uso de videocámaras para seguridad y otras finalidades que marca 
las pautas para el tratamiento de estos datos personales que son tratados por la 
implementación de la videocámaras con fines de seguridad, misma que coincide en 
que los datos personales será recogidos con fines determinados, explícitos y 
legítimos y no serán tratados ulteriormente de manera incompatible con dichos 
fines, de manera que los datos que sean objeto de tratamiento a través de la 
videovigilancia serán tratados para la finalidad que ha motivado la instalación de la 
misma y que está vinculada a garantizar la seguridad de personas, bienes e 
instalaciones. 
 

17. Además del INAI, ¿qué otras autoridades están involucradas en la protección 
de los datos personales? 

En el ámbito nacional, los órganos garantes de las entidades federativas son 
autoridades involucradas en la protección de los datos personales en posesión de 
los responsables (de carácter público) de las entidades federativas y de los 
municipios, y, como ya señalé en la respuesta a la pregunta 15, en materia de 
autorización de la geolocalización en tiempo real, se encuentran involucrados los 
jueces de control, que son las autoridades encargadas de su autorización; por otro 
lado, así como, según lo que dispone el artículo 89 fracción XXX de la Ley General, 
se contemplan “otras autoridades de supervisión y organismos nacionales e 
internacionales”, entre los cuales pueden estar las autoridades de tratados. 
 
 

18. ¿Para qué sirven los avisos de privacidad? ¿realmente son necesarios? 

Los avisos de privacidad son especialmente importantes para poner a disposición e 
informarles a los titular de los datos, de forma física, electrónica o en cualquier 
formato generado por el responsable, desde el momento en el que se recaban sus 
datos personales, el tratamiento al que se verán sometidos, según lo que disponen 
los artículos 3 fracción II de la Ley General y 3 fracción I de la Ley federal.  
 
En mi opinión son muy necesarios en virtud de que, en primer lugar, hacen 
consciente al titular del dato que se ha recabado u obtenido datos de los que es 
titular, en segundo lugar, la existencia y características principales de dicho 
tratamiento (a. 26 de la Ley General) y, en tercer lugar, información importante sobre 
el tratamiento, entre la que se encuentra: 
 

• La denominación del responsable y su domicilio. 
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• El domicilio de la Unidad de Transparencia. 

 
• El sitio donde se podrá consultar el aviso de privacidad integral.   

 
• Los datos personales que serán sometidos a tratamiento, identificando 

aquéllos que son sensibles. 

 
• Las finalidades del tratamiento para las cuales se obtienen los datos 

personales, distinguiendo aquéllas que requieran el consentimiento del 
titular;  

 
• El fundamento legal que faculta al responsable para llevar a cabo el 

tratamiento;   

 
• Cuando se realicen transferencias de datos personales que requieran 

consentimiento, se deberá informar:  a) Las autoridades, poderes, entidades, 
órganos y organismos gubernamentales de los tres órdenes de gobierno y 
las personas físicas o morales a las que se transfieren los datos personales, 
y  b) Las finalidades de estas transferencias;   

 
• Los mecanismos y medios disponibles para que el titular, en su caso, pueda 

manifestar su negativa para el tratamiento de sus datos personales para 
finalidades y transferencias de datos personales que requieren el 
consentimiento del titular, y   

 
• Los mecanismos, medios y procedimientos disponibles para ejercer los 

derechos ARCO;   

 
• Los medios a través de los cuales el responsable comunicará a los titulares 

los cambios al aviso de privacidad. 

 
Lo anterior según lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Ley General y 16 de la 
Ley Federal. 
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19. ¿Se puede revocar el consentimiento otorgado para el tratamiento de datos 
personales? ¿cómo serían sus efectos? 

 
Si se puede revocar el consentimiento, precisamente a través del ejercicio del 
derecho de Oposición que, según lo dispuesto por el artículo 52 de la Ley General 
implica que “En el caso de la solicitud de oposición, el titular deberá manifestar las 
causas legítimas o la situación específica que lo llevan a solicitar el cese en el 
tratamiento, así como el daño o perjuicio que le causaría la persistencia del 
tratamiento, o en su caso, las finalidades específicas respecto de las cuales requiere 
ejercer el derecho de oposición” y sus efectos consistirían, precisamente, en el cese 
del tratamiento de la información que, originalmente había consentido que se 
tratara. 
 

20. ¿Cómo se verifica el cumplimiento de las obligaciones de transparencia a 
nivel federal? 

Esto se realiza a través de lo que se denomina como verificación de oficio, que 
consiste en la atribución del Instituto de vigilar “que las obligaciones de 
transparencia que publiquen los sujetos obligados cumplan con lo dispuesto en los 
artículos 70 a 83 de la Ley General y 68 a 76 de (la Ley Federal), siendo aplicable 
para estas acciones de verificación lo previsto en el Capítulo VI del Título Quinto de 
la Ley General, además de las disposiciones de (la misma Ley Federal), según lo 
dispuesto en el artículo 77 de la norma citada, dicha verificación se realiza de 
manera virtual, tiene por objeto “revisar y constatar el debido cumplimiento a las 
obligaciones de transparencia en términos de lo previsto en los artículos 70 a 83 de 
la Ley General y 68 a 76” de la Ley Federal (art. 80 de la norma ya citada) e implica 
constatar que la información “esté completa, publicada y actualizada en tiempo y 
forma”, se emite “un dictamen en el que podrán (sic) determinar que el sujeto 
obligado se ajusta a lo establecido por la Ley General, (la Ley Federal) y demás 
disposiciones, o contrariamente determinar que existe incumplimiento”, se 
“formulará los requerimientos que procedan al sujeto obligado, a efecto de que 
subsane las inconsistencias detectadas dentro de un plazo no mayor a veinte días” 
y “el sujeto obligado deberá informar al Instituto sobre el cumplimento de los 
requerimientos del dictamen” sobre dicho informe se realizará una segunda 
verificación, de ser el caso que se presente un “incumplimiento total o parcial de la 
determinación” se notificará, por conducto de la Unidad de Transparencia, al 
superior jerárquico de la persona o servidor público responsable de dar 
cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé 
cumplimiento a los requerimientos del dictamen. En el caso de que subsista el 
incumplimiento total o parcial de la resolución, “en un plazo no mayor a cinco días, 
se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas de apremio o 
sanciones que se consideren procedentes”.  
 
 

21. En caso de incumplimiento de las obligaciones de transparencia. ¿Existe 
alguna consecuencia para las autoridades omisas? 
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Desde luego, por un lado, de no atenderse el apercibimiento, durante el 
procedimiento, se encuentra la posibilidad de la imposición de una multa, al servidor 
público responsable, de ciento cincuenta a doscientos cincuenta veces la Unidad de 
Medida y Actualización; por otro lado, la aplicación de una multa adicional de hasta 
cincuenta veces la Unidad de Medida y Actualización, por día, a quien persista en 
las infracciones citadas, y en caso de reincidencia, una multa del doble de la 
cantidad señalada. 
 
 

22. ¿Se puede denunciar el incumplimiento de las obligaciones de 
transparencia? Si es así, ¿cómo es el procedimiento? 

 
La denuncia por incumplimiento a las obligaciones de transparencia es el 
procedimiento disponible para que cualquier persona denuncie ante el INAI las 
violaciones a las obligaciones de transparencia, procedimiento regulado por los 
artículos del 81 al 96 de la Ley Federal. 
 
Las etapas de la denuncia son, su presentación ante el Instituto, por la falta de 
cumplimiento a las obligaciones de transparencia; la solicitud del Instituto al sujeto 
obligado para que presente un informe, la resolución de la denuncia, y la ejecución 
de la resolución de la denuncia. 
 
Las denuncias se pueden presentar por medio electrónico: A través de la Plataforma 
Nacional, presentándose en el apartado de denuncia incumplimiento de las 
obligaciones de transparencia, o,  b) Por correo electrónico dirigido al Instituto en la 
dirección electrónica que al efecto se establezca, pero también se pueden presentar 
por escrito presentado físicamente, ante la Unidad de Transparencia del Instituto. 
 

23. ¿Cuáles son los mecanismos adoptados en el Instituto para garantizar el 
derecho a la portabilidad de datos personales? 

 
Teniendo en consideración que la portabilidad de los datos constituye el derecho 
que tiene una persona como titular sus datos personales a transmitir dichos datos y 
cualquier otra información que haya facilitado y que se conserve en un sistema de 
tratamiento automatizado a otro sistema en un formato electrónico comúnmente 
utilizado, sin impedimentos por parte del responsable del tratamiento de quien se 
retiren los datos personales. 
 
En términos generales, el titular de los datos tendrá el derecho a obtener del 
responsable una copia de los datos objeto de tratamiento en un formato electrónico 
estructurado y comúnmente utilizado que le permita seguir utilizándolos. 
 
Ahora bien, el INAI órgano garante de los derechos de Acceso, Rectificación, 
Cancelación, Oposición y Portabilidad ya través del acuerdo 
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CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT01-23/01/2018-03, emitió los Lineamientos que 
establecen los parámetros, modalidades y procedimientos para la portabilidad de 
datos personales, que tienen como principal objetivo determinar los supuestos en 
los que se está en presencia de un formato estructurado y comúnmente utilizado, 
así como las normas técnicas, modalidades y procedimientos para la transferencia 
de datos personales y así garantizar la portabilidad de los datos personales de los 
titulares, mismos que son aplicables a todos los sujetos obligados, incluyendo al 
mismo órgano garante nacional, toda vez que,  es Responsable del tratamiento a 
datos personales que administra en sus sistemas y/o bases de datos. 
 
De acuerdo  al Manual de Organización del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de organización se 
desprende que por un lado las Ponencias de los Comisionados, a través de 
Secretaría de Acuerdos y Ponencia de Datos Personales encargada de  coordinar 
la elaboración de los proyectos de resolución en materia de datos personales, y 
someterlos a consideración del Comisionado Ponente para su presentación al 
Pleno, tiene específicamente la Subdirección de Resoluciones de Protección de 
Datos que tiene como objetivo principal el coadyuvar en las funciones del Secretario 
de Acuerdos y Ponencia de Datos Personales, mediante la elaboración de proyectos 
de resolución de medios de impugnación y de documentos que le faciliten la toma 
de decisiones, en materia de datos personales. 
 
Por otro lado, el órgano garante nacional, cuenta con una Secretaría de Protección 
de Datos Personales que tiene como objetivo dirigir y supervisar la elaboración de 
políticas, estrategias y mecanismos que permitan impulsar el ejercicio del derecho 
a la protección de datos personales entre los sujetos obligados del sector público y 
privado de conformidad con las atribuciones establecidas en el Estatuto Orgánico 
del Instituto. 
 
Es así que a través de su Dirección General de Protección de Derechos y Sanción 
quien tiene como objetivo principal  coordinar y dirigir la sustanciación de los asuntos 
relativos al procedimiento de protección de  derechos y procedimiento de imposición 
de sanciones previsto en la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, a efecto de  que se desahoguen en los plazos y 
términos previstos y tendrá entre sus atribuciones la de coordinar la elaboración de 
proyectos de resolución del procedimiento de protección  de derechos, con el fin de 
someterlos a consideración del Secretario de Protección de  Datos Personales y del 
Pleno, por lo que en temas relacionados con el sector privado, esta área será la 
competente de conocer los temas de portabilidad, siendo específicamente el 
Departamento de Protección de Derechos que tiene dentro de sus funciones la de 
analizar los expedientes de protección de derechos y elaborar acuerdos, 
resoluciones, diligencias y demás actos y documentos para la sustanciación del 
procedimiento de protección de derechos. 
 

24. ¿Qué puede hacer una persona si se hacen públicas imágenes o videos de 
carácter sexual o íntimo, sin su consentimiento? 
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En estos casos nos encontramos ante supuestos de violencia digital que, en el caso 
de mujeres, adolescentes y niñas, se encuentra regulado por la Ley General de 
acceso de las mujeres a una vida libre de violencia y que, cada vez se encuentra 
más regulado en los distintos códigos penales, en el Código Penal Federal como el 
delito de violación a la intimidad sexual o el de pornografía de personas menores de 
dieciocho años, por lo que en estos casos es importante realizar la denuncia ante el 
Ministerio Público, con la finalidad de que los jueces determinen las medidas de 
protección que deben incluir el cese de la divulgación de la información y su 
resguardo legal para fines de la investigación, y el proceso para determinar la 
sanción penal de la persona o personas responsables.  
 
 

25. ¿Procede alguna acción ante el INAI en los casos en que algún integrante de 
la administración pública revele información sensible relacionada con una 
investigación en proceso? (como en el caso de videos de escenas del crimen 
o cadáveres) 

En el Estado de Veracruz, tal acción se encuentra tipificada en el artículo 298 del 
Código Penal, en el Estado de México también se encuentra contemplado en el 
artículo 227 Bis del Código respectivo, medida que fue reconocida como la “Ley 
Ingrid” por el nombre de una víctima en ese supuesto, pero en el Código Penal 
Federal no se encuentra tipificada aún la conducta, por lo que podríamos estar en 
el supuesto de una vulneración del derecho a la protección de los datos personales 
en posesión de sujetos obligados, de carácter federal, cuando se trate de un 
servidor público de ese nivel, por lo tanto, sería parte de un procedimiento que se 
desahogaría en el INAI, a través de una verificación que podría proceder de oficio o 
vía denuncia. 
  
 

26. ¿Qué pasa con los sujetos obligados de nueva creación, para que estos 
cumplan con sus obligaciones de transparencia, existe algún plazo o 
tolerancia para hacer pública su información? 

 
El plazo es de seis meses según lo dispuesto en los Lineamientos Técnicos 
Generales para la Publicación, homologación y estandarización de la información 
de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la Fracción IV del artículo 
31 de la Ley Genera de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben 
difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la PNT. 
 

27. ¿Puede una persona de nacionalidad extranjera realizar alguna solicitud de 
información? 

 
Como se señaló en la respuesta a la pregunta 6, toda persona, sin necesidad de 
acreditar interés jurídico o justificar su utilización, según lo que disponen los 
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artículos sexto apartado A fracción III de la Constitución, 13 numeral 1 de la 
Convención Americana de derechos Humanos y 19 numeral 2 del Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos, puede recibir información, por lo tanto, una persona de 
nacionalidad extranjera puede hacer solicitudes de acceso a la información usando 
la Plataforma Nacional de Transparencia, ya que la nacionalidad no es un requisito 
para solicitar información. 
 
 

28. ¿Las personas menores de edad pueden realizar solicitudes de información? 

 
Como se señaló en la respuesta a las preguntas 6y 27, toda persona, sin necesidad 
de acreditar interés jurídico o justificar su utilización, según lo que disponen los 
artículos sexto apartado A fracción III de la Constitución, 13 numeral 1 de la 
Convención Americana de derechos Humanos y 19 numeral 2 del Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos, puede solicitar y recibir información, por lo que es dable 
que una persona menor de edad realice las solicitudes. 
 
 

29. ¿Cómo puede un sujeto obligado proteger la información confidencial? 

En primer lugar, identificando que la información contiene datos personales, en 
segundo lugar, adoptando medidas de seguridad en la conservación de la 
información, en tercer lugar, emitiendo acuerdos de clasificación de la información 
que restrinjan totalmente el acceso a la información o permitan su acceso parcial, 
protegiendo la información confidencial a través de la realización de versiones 
públicas. 
 

30. ¿Qué medidas tomaría para fortalecer la regulación y supervisión de la 
protección de datos personales en México? 
 

En primer lugar, promover, en sede legislativa, la revisión y actualización de la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares, con la 
finalidad de que se trascienda la visión original y se amplíe su cobertura, así como 
se actualicen los procedimientos para determinar responsabilidades, sus causales 
y sanciones. 
 
En segundo lugar, promover procedimientos automatizados de verificación que 
permitan que los propios responsables puedan valorar su grado de cumplimiento e 
identificar sus áreas de mejora. 
 
Propongo el fortalecimiento de las actividades de fiscalización en materia de datos 
personales sobre unidades económicas que realizan tratamiento a datos personales 
sensibles. Puesto que son datos personales que afectan la esfera más íntima de su 
titular, cuya utilización indebida puede dar origen o conlleve un riesgo grave para 
éste. Por ejemplo, el origen racial o étnico, información genética, creencias 
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religiosas, filosóficas y morales; afiliación sindical, opiniones políticas, preferencia 
sexual y estado de salud (pasado, presente y futuro). 
 
Y en ese último punto, propongo un especial énfasis en relación con los 
consultorios, laboratorios, clínicas de rehabilitación, hospitales, etc., a quienes se 
les deberá poner especial atención e intensificar las actividades de fiscalización 
sobre el adecuado manejo de los datos personales de sus pacientes. 
 
También considero necesario e indispensable contar con la profesionalización de 
las personas a cargo de la seguridad de los sistemas o bases de datos donde se 
alberga la información, sin limitaros exclusivamente a perfiles de abogados, sino 
involucrando a ingenieros, especialistas en sistemas informáticos, para asegurar 
unmejor control en las medidas de seguridad de carácter técnico. 
 
Por último, señalo la necesidad de que todos los responsables cuenten con su 
programa y su sistema de gestión de seguridad de datos personales, conducido por 
personas especializadas y fomentar las verificaciones y auditorías para verificar su 
cumplimiento. 
 

31. ¿Cómo promovería la cultura de la privacidad y protección de datos entre la 
ciudadanía y las empresas? 

Como señalé en la respuesta a la pregunta 2, propondría las siguientes acciones:  
 
A. Campañas y acciones focalizadas. 
 
Tengo dudas fundadas en el sentido de que las unidades económicas, las 
asociaciones civiles, fundaciones y, en general, las personas privadas de carácter 
colectivo, conozcan los alcances y deberes en la materia, por tal razón es necesario 
establecer un modelo de colaboración con cámaras y asociaciones, así como con 
las autoridades reguladoras, para establecer programas de formación y 
acercamiento que permitan revertir esta asimetría de información que, finalmente, 
tiene consecuencias en la protección de los derechos de las personas. 
 
En este sentido propondría establecer modelos de capacitación en línea, 
generación de guías y manuales que se podrían poner a disposición de las 
agrupaciones gremiales para que colaboren en la socialización de la información 
entre sus miembros. 
 
Mientras que, en el caso de las autoridades reguladores, promovería que antes de 
que se autorice o registre a las asociaciones o fundaciones, se cumpla con un 
proceso mínimo de formación en la materia, de igual forma, que así como se 
cumplen determinadas obligaciones, como la presentación de los informes fiscales, 
se cumpla con la acreditación de cursos de actualización en la materia. 
 
B. Campañas de difusión orientadas a los titulares de los derechos. 
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La escuela es, sin duda alguna, la gran formadora de las personas para la vida, por 
esa razón es que considero que se debe de seguir impulsando las diversas acciones 
existentes para que, dentro de los programas educativos, los contenidos destinados 
a la difusión de este derecho se expandan y tengan una mayor incidencia en la 
formación de los niñas y niños. 
 
C. Aprovechamiento de las redes sociales. 
 
Considero que esta estrategia no se debe limitar al diseño de campañas de difusión 
a cargo de los organismos garantes y de las personas que los integran, me parece 
que es de enorme relevancia establecer modelos de colaboración con los propios 
desarrolladores de las redes sociales para integrarlos en una alianza colaborativa 
que permita establecer estrategias innovadoras de difusión, la generación de 
espacios y herramientas de protección al alcance de los propios usuarios.  

 
 
32. ¿Como se determina el plazo de reserva de la información? 

 
Los artículos 101 y 99 de la Ley general y la Ley Federal, respectivamente, 
establecen que el plazo de clasificación de la información como reservada es hasta 
por cinco años, lo que a veces lleva, indebidamente, a los sujetos obligados, a 
determinar el plazo máximo como periodo de restricción. En mi opinión, es 
necesario revisar caso por caso y valorar, a partir del supuesto de reserva que se 
está empleando, el momento en el que se encuentre el procedimiento del que forme 
parte la información, el periodo que corresponda. Por ejemplo, si se trata de un 
procedimiento administrativo, hay que valorar el plazo de duración de este, lo mismo 
si se trata de un proceso deliberativo, una vez identificado el plazo de duración, 
valorar en qué momento procesal se encuentra el asunto. Siguiendo con el ejemplo, 
digamos que el procedimiento debe durar un año, pero se encuentra en la última 
fase lo que hace esperar, razonablemente que en no más de tres meses concluya, 
en ese caso no hay razón para adoptar el plazo máximo sino un periodo de tiempo 
razonable y justificable con esos elementos. 
 
Ahora bien, el mismo artículo contempla un segundo plazo de cinco años, si siguen 
subsistiendo las causales de reserva, así como la ampliación posterior del plazo en 
los supuestos de infraestructura de carácter estratégico. 

 
 
33. ¿Cómo abordaría el tema de la privacidad y protección de datos en el 

contexto de la creciente adopción de tecnologías como la inteligencia artificial 
y el internet de las cosas? 
 

En esta materia estoy convencido de que es necesario promover un marco 
normativo más actualizado y dirigido a los desarrolladores de programas y sistemas 
con la finalidad, en primer lugar, de hacer visible aspectos sobre los que hoy 
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prevalece la incertidumbre. En materia de inteligencia artificial la forma como se 
modela, se forma, se instruye, la construcción de los algoritmos, etc. La inteligencia 
artificial no podría existir sino fuera consecuencia de una serie de aprendizajes y 
entrenamientos que, necesariamente implican el acceso a información proveniente 
de las personas, se dice, por ejemplo, que se entrena con la lectura de libros, lo que 
implica la posible violación a los derechos de autor con un fin claramente comercial, 
pero también podría implicar el aprendizaje utilizando videograbaciones, 
publicaciones en redes sociales, acceso a base de datos con información personal, 
etc., en la actualidad, existe una autorregulación en la materia y, desgraciadamente, 
los modelos de autorregulación, no son suficientes ni adecuados, como lo hemos 
experimentado en distintas materias.  
 
Por esa razón, considero que es indispensable incentivar al Poder reformador de la 
Constitución, a involucrarse en el tema, promover espacios de amplia discusión y 
participación pública y promover una regulación esencial, práctica y adecuada, con 
la finalidad de que se determinan obligaciones de los particulares, derechos de las 
personas y autoridades de control, que no necesariamente tendrían que ser 
exclusivamente el INAI. 
 

34. ¿Cuál es el Procedimiento de Inexistencia de la Información realizada por los 
Sujetos Obligados? 
 

El procedimiento se encuentra regulado por los artículos 138 y 139 de la Ley 
General y 141 y 143 de la Ley Federal e involucra al Comité de Transparencia,  
quien debe enterarse que la información solicitada no se encuentra en los archivos 
del sujeto obligado, con la finalidad de que:  
 

• Analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información; 

 
• Expida una resolución que confirme la inexistencia del documento, la que 

deberá de contener los elementos mínimos que permitan al solicitante tener 
certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo y señalar las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia, así 
como señalar al servidor público de responsable de contar con la información; 

 
• Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se 

reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida 
que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que 
previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma 
fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció 
dichas facultades, competencias o funciones o que la documentación de que 
se trate haya sido objeto de baja documental en términos de las disposiciones 
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aplicables en materia de archivos, lo cual notificará al solicitante a través de 
la Unidad de Transparencia, y 

 
• Notificar al Órgano Interno de Control o equivalente del sujeto obligado quien, 

en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa 
que corresponda. 

 
35. ¿Cuáles son los supuestos de procedencia del Recurso de Inconformidad 

ante el INAI? 

El recurso de inconformidad procede, para impugnar las resoluciones de los 
órganos garantes de los estados, en los siguientes supuestos: 
 

• Cuando confirmen o modifiquen la clasificación de la información; 

 
• Cuando confirmen la inexistencia o negativa de información. 

 
Y aun cuando el artículo 160 de la Ley General determina que la debe entenderse 
como negativa de acceso, la falta de resolución por parte de los organismos 
garantes de las entidades federativas, el criterio sostenido por el INAI corre en el 
sentido de considerar como negativa todos aquellos casos en que una persona 
considere violado su derecho de acceso a la información, lo anterior atendiendo lo 
resuelto en el juicio de amparo 1703/2016, confirmado por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con Residencia en 
la Ciudad de México, en el Amparo en Revisión R.A. 99/2017. 
 

36. ¿Cómo reglamentaría el uso de la inteligencia artificial en nuestro país a la 
luz del marco normativo protector de la privacidad de datos? 

 
Como señalé, en el caso de la pregunta 33, se debe promover una necesaria 
regulación en la materia, en este momento apuntaría los siguientes supuestos: 
primero, la forma como se entrena o modela la inteligencia artificial, necesariamente 
requiere acceder a fuentes de información para ello, necesitamos determinar cómo 
se seleccionan, cómo se integran y, sobre todo, si cuentan con las autorizaciones 
respectivas para ello. En segundo lugar, en su interacción con los usuarios, es 
necesario establecer con total transparencia y en un modelo efectivo de rendición 
de cuentas, el proceso, cantidad y calidad de la información que se obtiene de los 
usuarios. En tercer lugar, los alcances, aprovechamientos y uso lícito de la 
información procesada y las inferencias y conclusiones obtenidas. 
  

37. ¿Cuál es la principal deuda que considera tiene actualmente el INAI en 
cuánto a sus atribuciones en materia de Transparencia? 
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En mi opinión se centra en tres aspectos, el primero y a pesar de todos los esfuerzos 
que se han hecho y que no son menores, consiste en lograr que se trascienda el 
círculo rojo de personas que son conscientes de la existencia del derecho y que lo 
utilizan efectivamente. En materia de acceso a la información y transparencia, lo 
que se pretende es revertir las brechas de información que tienen consecuencias 
en el ejercicio de los derecho y en el diseño del proyecto personal de vida, sin 
embargo, la existencia de estos procedimientos sigue siendo parte de esa brecha 
de información que se trata de resolver. 
 
El segundo aspecto consiste en la generación y difusión de información de utilidad 
práctica para las personas. Por poner un ejemplo, la autoridad electoral es una de 
las medianamente reconocidas y apreciadas, considerando que se encuentra un 
poco por arriba de la mitad de la tabla en las encuestas del INEGI, pero ello se debe, 
en mi opinión, al uso y reconocimiento de uno de sus productos: la credencial de 
elector, que es la identificación oficial más empleada por las personas. En mi 
opinión, es necesario realizar un estudio focalizado en la identificación de insumos 
que se puedan generar en la materia y que pudieran tener ese grado de arraigo 
entre la población. 
 
Y el tercer aspecto tiene que ver con la necesidad de transformar la mentalidad de 
los servidores públicos que siguen resistiéndose al régimen de transparencia y 
rendición de cuentas, lograr un modelo de gobierno transparente, sensible al 
derecho de acceso a la información y que, por diseño, promueva estos principios 
podría ser la diferencia que haga la diferencia. 
 

 
38. ¿Qué mejoras propondría a los Sistemas Nacionales de Transparencia, 

Fiscalización, Anticorrupción y Mejora Regulatoria, como un mecanismo 
eficiente de combate a la corrupción? 

 
En primer lugar, necesitamos promover que los sistemas se comuniquen entre 
sí, aunque esto parecería asegurarse con la presencia de algunos integrantes 
en más de un sistema, desgraciadamente no se ha logrado por completo. Por 
ejemplo, necesitamos que los resultados que obtienen los órganos garantes, en 
materia de verificación del cumplimiento de la publicación de las obligaciones de 
transparencia puedan ser insumos para que los Comités Coordinadores de los 
Sistemas Anticorrupción emitan recomendaciones públicas, o bien, que las 
Entidades de Fiscalización también verifiquen algunos conceptos de 
transparencia común, sobre todo los relacionados con el ejercicio de los recursos 
públicos para determinar si la información que los sujetos obligados difunden es 
realmente la existente. También es necesaria una comunicación directa para 
valorar si los sujetos obligados cumplen con la información sobre los trámites 
que realizan y que debe contener, por ejemplo, los requisitos y formatos a 
emplearse, desde ese primer momento podrían identificarse importantes 
acciones de mejora regulatoria. 
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En segundo lugar, necesitamos simplificar los procedimientos de las instancias 
nacionales, me refiero en particular a los Sistemas de Transparencia y 
Anticorrupción, en cuyo caso, la forma como se desarrollan los procedimientos 
en sus consejos nacionales disminuye la posibilidad de la deliberación y la 
mejora de sus decisiones.  
 
En ambos sistemas, el voto que corresponde a cada entidad debe de ser 
resultado de un acuerdo previo de las instancias colegiadas, los plenos, en el 
caso de transparencia, y los comités coordinadores, en el caso anticorrupción.   
 
Lo anterior implica que cada estado conoce los temas que se someterán al 
consejo nacional, los analiza y emite su voto a favor o en contra. Pero si alguna 
instancia considera que hay algún punto de mejora, el pleno del consejo nacional 
puede conocer la propuesta, pero los demás estados se encuentran impedidos 
para pronunciarse sobre esas propuestas concretas, porque el voto institucional 
no incluyó ese tema.  
 
Esta parte del procedimiento, como se aprecia, inhibe la deliberación, la toma 
racional de las decisiones y simplemente reduce la actuación de las instancias 
a un proceso plebiscitario de decisiones que, en la realidad de las cosas, haría 
incluso innecesario el tener que reunirse.  
 
En el caso del Sistema Anticorrupción, el tema es aún más delicado ya que la 
instancia que reúne a los sistemas locales con el Nacional que, en realidad es 
Federal, implica la participación con derecho a voto de los integrantes de cada 
Comité Coordinador, lo anterior no sólo genera problemas en materia de quórum 
para sesionar si no que viene a complejizar más el proceso de conducción de 
las sesiones y disminuye, en los hechos, el papel de los Presidentes de los 
Comités Coordinadores que, vale la pena señalarlo, son los Presidentes de los 
Comités de Participación Ciudadana y, en consecuencia se encuentran en 
franca minoría en la instancia colegiada. 
 
En tercer lugar, que los resultados de los procesos de verificación, a cargo de 
cada instancia, puedan considerarse como insumos para determinar 
responsabilidades administrativas y, en su caso penales, por posibles hechos de 
corrupción. 
 
39. ¿Cuáles serían los tres retos pendientes del INAI en materia de protección 

de datos personales y cómo lo solucionaría? 

Como señalé antes, necesitamos estar al día en los desarrollos tecnológicos y, en 
general, en la utilización cada vez más masiva, frecuente y cotidiana de información 
que incluye datos personales, para lo cual necesitamos promover la urgente 
actualización de la normatividad en materia de información en posesión de 
particulares y la regulación de las nuevas tecnologías de la información y la 
inteligencia artificial. 
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En segundo lugar, debemos expandir el conocimiento de la existencia del derecho, 
de la normatividad que lo protege, las responsabilidades y obligaciones existentes, 
para que su garantía sea realmente efectiva. Así como existe un Plan DAI, de 
socialización del derecho de acceso a la información, debemos promover un 
programa sectorizado en materia de datos Personales que sea diferente al 
PRONADATOS. 
 
En tercer lugar, debemos establecer mecanismos para incrementar los procesos de 
verificación, trascender los espacios tradicionalmente de verificación y ampliarlos, 
recientemente el INE, a través de diversos procedimientos, a dado vista al INAI de 
casos en los que se utilizaron datos personales para diversos procesos electorales, 
me parece que la materia electoral no es la única en lo que esto ocurre y por ello es 
necesario fortalecer la coordinación interinstitucional con diversos sistemas e 
instancias gubernamentales para tener una mayor proyección y una efectividad 
distinta en el proceso de verificación del cumplimiento de estas tareas esenciales 
para promover, respetar, proteger y garantizar el derecho a la protección de los 
datos personales.   

 
40. ¿Cuál sería su programa de trabajo en materia de archivos como medida 

eficiente de transparencia y rendición de cuentas? 

 
Los derechos de acceso a la información pública y a la protección de datos 
personales, el cumplimiento de las obligaciones de transparencia y la efectiva 
rendición de cuentas dependen del adecuado registro de las actuaciones de los 
sujetos obligados en documentos, cuya gestión y conservación permita su 
adecuado resguardo tanto para su pronta localización y entrega como para la 
adopción de las medidas de seguridad necesarias para su correcta protección. 
 
Durante los primeros años, en la experiencia de la tutela de estos derechos, con 
frecuencia, las respuestas de los sujetos obligados, para pretender negar el acceso 
a la información, consistían en negar la existencia de esta, emitiendo constantes 
declaratorias de inexistencia sin consecuencia alguna. 
 
También hay deficiencias en la atención de las solicitudes como consecuencia de 
una gestión documental que impide localizar la información a tiempo, darle el 
correcto tratamiento y favorecer su entrega. 
 
Para revertir esta situación se ha emitido la Ley General de Archivos y a pesar de 
que se han vencido los plazos para que las entidades federativas concluyan con el 
proceso de armonización de su legislación aún tenemos 10 estados que no lo han 
hecho, hay diversas acciones de inconstitucionalidad pendientes de resolverse en 
la SCJN, lo que conduce a que apenas 10 estados hayan instalado sus Consejos 
Estatales de Archivo, según la información dada a conocer por el AGN 
(https://www.gob.mx/agn/articulos/agnmex-brinda-acompanamiento-a-entidades-
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federativas-para-la-armonizacion-e-implementacion-de-la-ley-general-de-
archivos). 
 
Por tal motivo, considero indispensable que la primera acción se integrar una 
alianza estratégica para ir siempre de la mano con el Archivo General de la Nación 
y concluir con esta fase de la implementación de la norma.  
 
En segundo lugar, y aun cuando parecería innecesario, debe promoverse la 
reforma de la Ley General de Archivos para resolver algunos conceptos que 
generan ciertas omisiones importantes en el procedimiento archivístico, 
particularmente resolver la falta de una autoridad facultada para aprobar las bajas 
documentales de todos los sujetos obligados que no forman parte de los Poderes 
Ejecutivos Federal y Locales; así como disminuir el plazo de conservación, en los 
archivos de concentración, de la información que puede ser histórica pero que 
contiene datos personales sensibles, entre otros aspectos. 
 
En tercer lugar, si bien coincido en pensar que la implementación de esta norma 
depende del Archivo General de la Nación, como máxima autoridad en la materia, 
la verdad es que el INAI, así como los órganos garantes, al desempeñar sus 
funciones pueden propiciar tanto la adopción del modelo de gestión como 
investigar y sancionar las deficiencias en la materia a través de la resolución de los 
recursos de revisión que pueden ser la vía para investigar la alteración, 
sustracción, desaparición o destrucción indebida de información, así como al 
verificar que los sujetos obligados cumplan con la obligación de publicar el catálogo 
de disposición documental y la guía de archivo documental. 
 
En cuarto lugar, considero de la mayor relevancia proponer una reforma a la Ley 
General de Transparencia con la finalidad de que se incluya, como una obligación 
de transparencia común, la publicación del Cuadro General de Clasificación 
Archivística. 
 
En quinto lugar, considero indispensable fortalecer las acciones de capacitación en 
la materia, la necesidad de incrementar las capacidades de los sujetos obligados 
son inmensas y debemos diseñar una estrategia nacional, con todos los medios 
tecnológicos disponibles, que permitan capacitar al personal y generar 
procedimientos automatizados para facilitarles, a los sujetos obligados con menores 
capacidades institucionales, el desarrollo de las acciones, la generación de los 
instrumentos de control y consulta archivística y la auditoría en la materia. 


